STJSL-S.J. – S.D. Nº 111/20.-

--En la Provincia de San Luis, a diecisiete días del mes de junio de dos mil veinte, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “QUIROGA MARINA SOLEDAD c/ MARCANTONIO CÉSAR DAMIÁN EDUARDO y OTROS s/ DAÑOS y PERJUICIOS - RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP. N° 123464/7.

Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. CARLOS ALBERTO COBO, MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO.

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?
II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C.?

III) En caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas? 

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: 1) Que en fecha 13/02/17 (actuación Nº 6719124) la parte actora interpone Recurso de Casación en contra de la Sentencia Definitiva Nº 7, de fecha 09/02/17 (actuación Nº 6697619), mediante la cual la Excma. Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral Nº 1 de la Segunda Circunscripción Judicial resolvió: “1) Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por Evelin Anabel Bongiovanni.- 2) Declarar abstracto el tratamiento del recurso de apelación interpuesto por sus progenitores Sres. Guillermo Bongiovanni y Blanca Mosso.- 3) Hacer lugar parcialmente al recurso de apelación de la parte actora. 4) Revocar parcialmente la SD N° 212 del 28 de Agosto de 2013 obrante a fs. 1206/1221 vta. y su Aclaratoria SD N°273 obrante a fs.1233. 5) Consecuentemente, rechazar la demanda impetrada por la actora contra Evelin Anabel Bongiovanni y sus progenitores Sres. Guillermo Bongiovanni y Blanca Mosso, con costas a la actora vencida (arts.68 y 69 CPCC). 6) Ampliar el punto 1) de la parte resolutiva de la sentencia y hacer lugar parcialmente a la demanda articulada por la actora en contra del Sr. JUAN MANUEL LOSILLA, condenándolo al pago a la actora la suma de pesos DOSCIENTOS CINCUENTA Y CUATRO MIL CUATROCIENTOS SEIS CON OCHENTA Y CUATRO CENTAVOS ($ 254.406,84) (65% de responsabilidad más daño moral), más la suma resultante de la actualización en dinero que surja de aplicar la tasa activa que publica el BCRA desde el momento del accidente de tránsito hasta su efectivo pago, todo en el plazo de 10 días de quedar firme la presente. Ampliar el punto 7) de la parte resolutiva de la sentencia debiendo el mismo soportar el 65% de las costas junto con los demás demandados y un 35% ser soportados por la actora (arts.68 y 69 CPCC). 8) Costas de la Alzada, se aplican de la siguiente manera por el recurso de apelación de Evelin A. Bongiovanni y sus progenitores se imponen a la actora vencida (arts. 68 y 69 CPCC). Por el recurso de la actora respecto del Sr JUAN MANUEL LOSILLA, se imponen en un 65% al mismo y en un 35% a la actora (art. 71 y cc. del CPCC) y respecto a la Aseguradora Berkley International Seguro S.A, se imponen a la actora vencida (arts. 68 y 69 CPCC)”. 
Que en fecha 01/03/17, mediante actuación digital Nº 6814378, funda el Recurso.
Que habiéndose resuelto mediante STJSL–SJ-S.I. Nº 531/18, de fecha 20/12/2018 la temporaneidad del Recurso de Casación interpuesto en contra de la Sentencia Nº 7 de fecha 9/02/2017 que reviste carácter definitivo (art. 286 CPC y C) y, acreditado mediante actuación digital ESCEXT Nº 13281881 de fecha 23/12/2019 la concesión del beneficio de litigar sin gastos que exime a la recurrente del depósito impuesto por el art. 290 del CPC y C, corresponde declarar formalmente admisible el Recurso de Casación, y tratar sustancialmente el Recurso.
En consecuencia, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN, por la AFIRMATIVA.
Las Señoras Ministros, Dras. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.

A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: 1) Que la actora plantea como agravio “Que el Juez de grado y confirmado por el A quem hace lugar a la excepción de declinación de seguro opuesta por la Aseguradora por cuanto entiende que ha habido culpa grave del asegurado lo que hace eximírsele de seguro conforme lo dispone el art. 114 Ley de Seguros”.

Manifiesta que en el caso se ha incurrido en una errónea interpretación de ley para fundar la declinación del seguro ya que se asimila al asegurado -Sr. EDUARDO MARCANTONIO- con quien conducía el vehículo -Sr. CÉSAR DAMIAN EDUARDO MARCANTONIO-, que era el hijo del asegurado, extendiéndose los efectos consagrados por la normativa al hecho, y así, violentando la garantía de debido proceso legal y derecho de propiedad consagrado por la CN.
Explicita que el art. 114 de la Ley 17.418 expresamente dispone: “El asegurado no tiene derecho a ser indemnizado cuando provoque dolosamente o por culpa grave el hecho del que nace su responsabilidad”, y que por tanto, la jurisprudencia y la doctrina entienden que para que pueda liberarse el asegurado de las consecuencias de un accidente de tránsito el vehículo asegurado debe ser conducido por el asegurado ya que cuando es conducido por una tercera persona no puede invocarse el art. 114 de la Ley 17.418. 
Cita doctrina en apoyo de su pretensión.
Asimismo, señala que no cualquier actuar imprudente del asegurado constituye la eximente que prevé el art. 70 de la Ley 17.418 sino la culpa grave que tiene carácter inexcusable, lindante con el dolo, o sea una verdadera culpa con representación (dolo eventual) que consiste en la asunción consiente o innecesaria de un riesgo probable.
Indica que en el caso el conductor detentaba título habilitante para conducir pero como no contaba con la tarjeta azul el a-quo entiende que ha incurrido en culpa grave por permitir el uso el vehículo a su hijo y así declina la garantía de indemnidad de la aseguradora.

Expone diversas consideraciones respecto a la doctrina de la arbitrariedad, y concluye en que el fallo atacado ha incurrido en una verdadera violación de la esencia del orden constitucional, “afianzar la justicia”, ya que se ha enrolado en la posición cerrada, antigua, antisocial, la que ha sido implícitamente derogada a través de la sanción de Ley Nacional de Tránsito, donde se exige la contratación obligatoria de seguros.
Por último, expone que las normas específicas que devienen de las leyes de defensa del consumidor, de tránsito y de seguros han de ser interpretadas y resuelta su aplicabilidad o exclusión al caso, en función de los principios constitucionales, de protección de la vida, de reparación del daño a la víctima y de defensa del consumidor, y que en orden a la validez y aplicación de la Ley de Defensa del Consumidor, en caso de duda, debió estarse siempre a la interpretación más favorable para éste.

2) Que en fecha 10/11/2017, mediante actuación digital Nº 8210759 contesta traslado BERKLEY INTERNATIONAL SEGUROS S.A. exponiendo los fundamentos que hacen a su derecho.
En primer término señala que el escrito recursivo contiene claras manifestaciones relacionadas con la arbitrariedad de sentencia, en los términos del art. 14 de la Ley 48, resultando en ese sentido inapropiada la vía intentada.
En lo sustancial, manifiesta que la actora intenta que se apliquen algunas normas y olvida otras, omitiendo referir al uso indebido del vehículo o a la circulación en un rodado que estaba superpoblado al momento del siniestro.

Indica que la recurrente pretende restar importancia al hecho concreto y acreditado que dio lugar al deslinde de responsabilidad de la aseguradora que es, precisamente, que en el vehículo se transportaban siete (7) personas, cuando estaba construido y homologado para transportar a cuatro (4), y el hecho que la cabina del conductor estuviese repleta de personas, a la vez que una de esas personas estorbara la posibilidad de manejo, permitió concluir en el vuelco del rodado.

Afirma que esta circunstancia acarrea la causal de no seguro, toda vez que la aseguradora no puede asumir responsabilidad por estar configurada la causal prevista en el art. 114 de la Ley 17.418 de “culpa grave”. 

Asimismo, expresa que mal puede pretenderse la aplicación de la Ley de Defensa del Consumidor para validar una conducta antijurídica.
3) Que el Sr. Procurador General, contesta vista mediante actuación digital Nº 12333083 de fecha 27/08/2019 pronunciándose por el rechazo el Recurso.

En su dictamen enfatiza: “que es requisito de la vía casatoria que el recurrente demuestre qué norma se interpretó desacertadamente, acompañado de la prueba que lo respalde y detalle la jurisprudencia que resulta contradictoria y que compromete valores tales como la seguridad jurídica y la justicia de las resoluciones judiciales”. 

“La fundamentación del recurso exige la efectiva demostración del error jurídico que se le atribuye a la sentencia con una réplica completa y adecuada a las motivaciones esenciales que el pronunciamiento cuestionado contiene”.
Asimismo sostiene: “No surge palmario de la presentación efectuada el error de interpretación de la norma legal en el que podrían haber incurrido los Sres. Jueces de Cámara en su unánime fallo. Antes bien, luce fundada en reglas de la sana crítica, en tanto derivación razonada del plexo jurídico mediante el que interpretaron los hechos valorados en apelación”.
4) Que pasados los autos a dictar sentencia corresponde entrar en el tratamiento sustancial del Recurso y dilucidar si la Excma. Cámara al fallar incurrió en errónea aplicación o interpretación legal dado que de no ser así la Casación no podría prosperar.
Que respecto al remedio recursivo intentado, se impone señalar que una de las características típicas de la casación es que “solo tiene viabilidad en el caso que exista un “motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés -el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por la ley. Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; y b) siendo esa vía extraordinaria, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo”. (cfr. Juan Carlos Hitters, “Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación”, 2ª  Edición, p. 213).
Demarcado así el objeto casatorio, y luego de merituar los argumentos recursivos, encuentro que los mismos se hayan desprovistos de las razones que justifican la procedencia del recurso.
En efecto, surge de la sola lectura de la sentencia venida en casación, que en relación al planteo de declinación de citación en garantía, el a-quo consideró: “tanto el conductor del vehículo como el asegurado Sr. Eduardo Marcantonio, quien no conducía el vehículo también incurrió en culpa grave, al prestarle el vehículo involucrado en el accidente a su hijo menor de edad que si bien portaba carnet de conducir profesional, no surge acreditado en autos que el mismo se encontrara autorizado para conducir por el Registro Nacional de la Propiedad Automotor con portación de la cedula azul, blanca en la actualidad, más aun cuando el propietario registral del rodado era el Sr. Losilla y no consta que el mismo lo haya autorizado al menor a conducir ante dicho Registro, de allí la culpa grave del asegurado, en cederle el vehículo protagonista del accidente, a quien no se encontraba autorizado a conducirlo ocasionando de esta forma daños a terceros violando lo normado por el art.40 inc. a) y cc de la Ley Nacional de Tránsito, por lo que conforme lo normado por el art.114 de la Ley de Seguros, procede la declinación de la citación en garantía de la Aseguradora”.
Asimismo, “Que el rodado en cuestión fue homologado por su fabricante para transportar cuatro personas incluyendo el conductor lo que surge de la prueba pericial técnica, y en este caso surge acreditado que en el mismo se transportaban con el conductor siete personas, incurriendo nuevamente el asegurado en falta grave vulnerando las condiciones generales pactadas en la póliza”. 

“Que en el caso de la prueba testimonial producida y hechos reconocidos por las partes, surge acreditado que el vehículo DAIHATSU FEROZA dominio ATN 861 asegurado por BERKLEY y amparado por la póliza N° 3657714, era conducido al momento del accidente por el Sr. Marcantonio Cesar Damián y se transportaban siete pasajeros”. 

“En el habitáculo delantero iban tres personas (el conductor, la Sta. Evelyn Bongiovanni y la actora), que no tenían puesto el cinturón de seguridad cuando la capacidad de trasporte en ese sector es para dos personas con sus respectivas butacas y cinturón de seguridad y en el habitáculo trasero viajaban cuatro personas, cuando se capacidad era para dos personas”.
Que la recurrente solo presenta una crítica parcializada de las circunstancias de mérito conforme a las cuales el a-quo hizo lugar a la declinación de la citación en garantía de la ASEGURADORA, sin explicitar ni demostrar fehacientemente las razones por las que entiende incurrió en una errónea interpretación legal.
Que en relación a ello, este Superior Tribunal ha puntualizado: “para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumple en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado” (STJSL-S.J.–S.D. Nº 015/19 del 19/02/2019 “BRITO NILDA MERCEDES c/ LUCERO ANA GABRIELA s/ COBRO DE PESOS - LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP Nº 235365/12; STJSL-S.J.–S.D. Nº 088/18 del 23/04/2018 “NORTE S.A. c/ MONTENEGRO YOLANDA s/ CONSIGNACIÓN – RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP. Nº 114308/5).

Ello así, toda vez que es exigencia ineludible citar y demostrar cuál es el alcance que corresponde asignar a la norma aplicada, explicando en qué sentido habría variado la conclusión del fallo en caso de rectificarse los errores denunciados.
Va de suyo que el Recurso es insuficiente si omite efectuar una crítica razonada y concreta de las motivaciones esenciales de la sentencia, o solo ataca uno de los fundamentos de aquella, y omite impugnar otro u otros que son suficientes para sustentarla. (Cfr. Lino E. Palacio, Derecho Procesal Civil, Ed. Abelado Perrot, Bs. As. 2011, Tomo V. p. 224).
En el presente caso, como referí, la actora solo invocó la existencia de una errónea interpretación de la ley pero no expuso las concretas razones por las que estima se configura la causal casatoria que esgrime, más aún, se agravia de lo resuelto en las instancias inferiores con fundamentos que son propios del recurso de inconstitucionalidad y ajenos al de casación.
Tal como se ha resuelto, “la tacha de arbitrariedad -doctrina admitida como creación pretoriana por la Corte Suprema de Justicia de la Nación y seguida por este Tribunal- no es hábil ni suficiente para fundamentar un recurso de casación civil” (Cfr. STJSL-SJ–S.D. Nº 083/18 del 23/04/2018 "FERNÁNDEZ JORGE c/ ESTANCIA LOS AROMOS y OTRO - RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX EXP. N° 132428/7).
Para mayor abundamiento, encuentro propicio señalar que “la determinación de la existencia o no de culpa grave es una típica cuestión de hecho sujeta a la sana crítica del tribunal de mérito, irrevisable en principio en sede casatoria” (CSJ, Tucumán Aiquel, Germán Ricardo s. Recurso de casación en: Aiquel, Germán Ricardo vs. Rivero, Alfredo Osvaldo s. Daños y perjuicios.  26/12/2003; Rubinzal Online; RC J 2226/04).
De acuerdo con ello, “la casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara porque este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho, excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio.” (Cfr. entre muchos otros: STJSL-SJ–S.D. Nº 103/18 del 24/05/2018 “MAGALLANE RITA EVIT c/ OSECAC y OTROS – DESPIDO - RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP Nº 140243/8; STJSL-SJ–S.D. Nº 083/18 del 23/04/2018, "FERNÁNDEZ JORGE c/ ESTANCIA LOS AROMOS y OTRO. RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX EXP. N° 132428/7; STJSL-S.J.–S.D. Nº 047/16 del 31/03/2016, “SIRONE, LUIS BARTOLO c/ BLANCO RICARDO LUIS s/ LABORAL s/ RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX Nº 172912/5; STJSL-SJ-S.D. N° 102/13 del 6/11/2013 “URQUIZA ALICIA INÉS c/ MAZZONI CARLOS y OTRA s/ LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN." Expte. Nº 01-U-13 - IURIX Nº 172642/9; STJSL-SJ–S.D. Nº 121/15 del 17/12/15 “MACAUDIER, MARIO ALBERTO c/ SANDRA TORRES y OTROS s/ REIVINDICACIÓN – RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX EXP. Nº 176584/8).

Por ello, en razón de lo expuesto y fundamentos dados, compartiendo lo dictaminado por el Sr. Procurador General, VOTO a estas  SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN por la NEGATIVA.
Las Señoras Ministros, Dras. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.

A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Atento a la forma en que se ha votado las cuestiones anteriores, corresponde rechazar el Recurso de Casación interpuesto. ASÍ LO VOTO.
Las Señoras Ministros, Dras. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.

A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Costas a la vencida (art. 68 del CPC y C). ASÍ LO VOTO.
Las Señoras Ministros, Dras. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Señores Ministros, la sentencia que va a continuación.

San Luis, diecisiete de junio de dos mil veinte.

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el Recurso de Casación interpuesto.
II) Costas a la vencida.
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.         
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